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PETICIÓN 140-08
ADMISIBILIDAD
COMUNIDADES MAYA KAQCHIKEL DE LOS HORNOS Y EL PERICÓN I Y SUS MIEMBROS
GUATEMALA

8 de noviembre de 2012
I. RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió el 8 de febrero de 2008 una petición presentada por Sarbelio Camey Boc, presidente del Consejo Comunitario de Desarrollo de la Comunidad Los Hornos y presunta víctima, y Concepción Cojón Morales, representante de la organización Sistemas Jurídicos Guatemaltecos (en adelante, “peticionarios”), en contra del Estado de Guatemala (en adelante “Guatemala”, “Estado” o “Estado guatemalteco”), en perjuicio de las comunidades maya kaqchikel de Los Hornos y El Pericón I y sus miembros, ubicadas en la aldea El Molino, Municipio de San Martín Jilotepeque, Departamento de Chimaltenango (en adelante “presuntas víctimas”). En la petición se alega que no se habría reconocido el derecho a la propiedad de las presuntas víctimas sobre sus territorios ancestrales y que serían objeto de constantes actos de intimidación, amenazas de muerte, intentos de desalojo arbitrarios y persecución penal. 
2. Los peticionarios alegan que el Estado de Guatemala violó los artículos 1, 2, 4, 5, 7, 8, 10, 17, 21, 24 y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”) en perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, afirman que el Estado es responsable por la violación de los artículos I, XI, XXIII y XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “Declaración Americana”); de los artículos 1, 3, 10.1, 11, 15.1 y 16 del Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante “Protocolo de San Salvador”); y de varios artículos del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes (en adelante “Convenio 169 de la OIT”). Sobre la admisibilidad de la petición, argumentan que no existe en el ordenamiento jurídico interno un recurso judicial para la tutela del derecho a la propiedad de las comunidades indígenas sobre sus territorios ancestrales. Igualmente, sostienen que han denunciado penalmente los actos de intimidación y amenazas de muerte, así como la obstrucción del acceso al agua, sin que hasta la fecha hayan obtenido una decisión al respecto.

3. Por su parte, el Estado alega que las tierras reclamadas por las presuntas víctimas son propiedad de otra persona o entidad. Señala además, con relación a la Comunidad Los Hornos, que se realizó un proceso de mediación ante la Secretaría de Asuntos Agrarios, a solicitud de los representantes de dicha comunidad, que habría culminado con el compromiso de los actuales propietarios de vender a la comunidad 60 manzanas y entregar los nacimientos de agua a la Municipalidad de San Martín Jilotepeque para el desarrollo de un proyecto de abastecimiento de agua potable. Por tales motivos, solicita que la petición sea declarada inadmisible, al considerar que el asunto ha sido resuelto en el ámbito interno. El Estado no presentó argumentos sobre la Comunidad El Pericón I.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar admisible la petición a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 3, 5, 8, 21, 23, 24 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, la Comisión concluye que la petición es inadmisible respecto a los artículos 4, 7, 10, 17 y 26 de la Convención; y de los artículos 1, 3, 10.1, 11, 15.1 y 16 del Protocolo de San Salvador. La Comisión decide notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 8 de febrero de 2008 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 140-08. El 20 de agosto de 2010 transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que presentara su respuesta dentro del plazo de dos meses, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 de su Reglamento. El 26 de octubre de 2010 fue recibida la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios en comunicaciones del 29 de agosto de 2008, el 10 de junio de 2009, 8 de marzo de 2011, 7 de diciembre de 2011 y 6 de febrero de 2012. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Asimismo, la CIDH recibió observaciones del Estado el 29 de agosto de 2011, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios.
7. En la misma fecha de presentación de la petición, los peticionarios solicitaron la adopción de medidas cautelares con el objeto de que se permita el libre acceso y uso de los nacimientos de agua ubicados en el lugar denominado Joya Larga, de propiedad de la “Finca El Retiro del Quisayá”. Dicha solicitud fue reiterada mediante escrito recibido el 8 de marzo de 2011, el cual fue trasladado al Estado solicitándole información respecto a la situación, de conformidad con el artículo 25.5 del Reglamento de la CIDH. El 17 de junio de 2011 fue recibida la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios
. La Comisión continúa dando seguimiento a la situación.

III. POSICIONES DE LAS PARTES

A. Los peticionarios

8. Los peticionarios señalan que las comunidades indígenas de Los Hornos y el Pericón I, pertenecientes al pueblo indígena maya kaqchikel, habrían ocupado desde tiempos inmemoriales el territorio conocido como “Pueblo Antiguo Pasalac” o en idioma kaqchikel, “Ojer Tinamit”, con una extensión de 16.5 caballerías y ubicado en la aldea El Molino, Municipio de San Martín Jilotepeque, Departamento de Chimaltenango. Sostienen que existen numerosas muestras de la ocupación ancestral del territorio, incluyendo vestigios arqueológicos y la tradición oral de los ancianos de las comunidades. No obstante, el Estado habría atribuido sucesivamente la propiedad del territorio a particulares, en negación de sus derechos.
9. Refieren que en la época de la colonización, sus territorios fueron usurpados y sometidos al régimen de la encomienda, siendo entregados a los padres Mercedarios, incluidos sus habitantes. Sostienen que en 1871 las tierras regresaron al poder del Estado y posteriormente, fueron adjudicadas en remate a un particular, transacción que indican incluyó nuevamente a las comunidades que las habitaban. Informan que a partir de ese momento las tierras pasaron a denominarse “Finca la Merced” y fueron inscritas en 1903 en el Registro General de Propiedad. Informan que las comunidades maya kaqchikel permanecieron en el lugar, sujetas a la voluntad de sus dueños, para servir como mano de obra a cambio de pagos irrisorios realizados en especies. 
10. Sostienen que, para evitar que la finca sea afectada por la Ley de Reforma Agraria, Decreto 900, su propietario en ese entonces firmó un convenio con el Estado el 14 de diciembre de 1955, mediante el cual se acordó deslindar de la finca un área de ocho caballerías, equivalentes a 371 hectáreas. Según los peticionarios, esta porción de tierras habría sido dividida en 132 parcelas, de las cuales 125 habrían sido adjudicadas a igual número de campesinos; y las siete restantes, a la Dirección de Asuntos Agrarios.

11. Señalan que posteriormente la “Finca la Merced” habría sido dividida, e inscrita en el Registro General de la Propiedad a nombre de tres empresas privadas: “Lotificadora Esperanza”, “Finca el Retiro del Quisayá” y “Tupilaj”. Informan que “Lotificadora Esperanza” habría vendido parte de su propiedad a campesinos de comunidades vecinas, y que la “Finca el Retiro del Quisayá” habría vendido parte de su propiedad a otra empresa privada, denominada “Grupo de Marcial”.
12. Según información presentada por los peticionarios, actualmente la comunidad Los Hornos estaría asentada en un territorio de aproximadamente cinco caballerías de tierra, equivalente a 300 manzanas, inscrito a nombre de la “Lotificadora Esperanza” y la comunidad el Pericón I estaría ubicada en 37 manzanas, vendidas por la “Lotificadora Esperanza” a campesinos de comunidades vecinas. Afirman que las comunidades están organizadas de acuerdo a los principios, valores, normas y procedimientos propios de la organización político-social del pueblo maya kaqchikel. Al respecto, señalan que están organizados en Consejos Comunitarios de Desarrollo (COCODE) y asambleas comunales compuestas por los y las habitantes de las comunidades. Indican que no cuentan con reconocimiento legal como comunidades indígenas.
13. Afirman que la situación de las presuntas víctimas se habría agravado a partir de diciembre de 2007, debido a que se les impediría el acceso al agua del único nacimiento dentro de su territorio, ubicado dentro de la “Finca El Retiro del Quisayá”. Sostienen que sus propietarios habrían cercado con alambre de púas galvanizadas y postes de madera donde se encontrarían 28 pozos de agua de uso comunitario, y habrían sembrado “hierba mala, una especie muy venenosa y mortal” para dificultar la accesibilidad del camino utilizado para obtener el agua. Informan que las presuntas víctimas serían intimidadas por los guardias de seguridad de las fincas, quienes entre otros actos, realizan disparos de armas de fuego cuando intentan abastecerse de agua, acceder al bosque o llevar sus animales a ciertos pastos. Enfatizan que las más afectadas serían las mujeres porque son las encargadas de las tareas de recojo de agua y lavado de ropa en el río.
14. Indican que, como parte de este contexto de intimidación, habrían sido objeto de persecución penal por parte de los propietarios de las fincas. En concreto, se refieren al proceso penal C-467-05-OF.1(, seguido ante el Juzgado de Paz del Municipio de San Martín Jilotepeque en contra de Sarbelio Camey Boc, presidente del COCODE de la Comunidad Los Hornos, por la tala de dos árboles dentro de la “Finca El Retiro del Quisayá”, parte del territorio reivindicado por las comunidades indígenas. Informan que Sarbelio Camey Boc habría sido declarado responsable del delito en contra de los recursos forestales y condenado al pago de una multa.

15. Igualmente, señalan que en abril de 2002 se habría interpuesto una denuncia penal contra once miembros de las comunidades indígenas por los delitos de coacción, amenazas, allanamientos con agravación específica y manifestaciones ilícitas, por hechos relacionados a una manifestación pública frente a la “casa patronal”. De acuerdo a la información suministrada, algunas de las personas procesadas habrían sido condenadas y la Procuraduría de Derechos Humanos habría intervenido para la “desjudicialización de sus casos”.

16. De igual modo, informan que miembros de las comunidades habrían sido procesados penalmente en numerosas ocasiones por el delito de usurpación. Al respecto, hacen referencia a los siguientes procesos: MP043-2002-907; MP043-2007-4017; MP043-2003-533; y MP043-2003-553, investigación fiscal que habría dado lugar al proceso penal No. C-105-2003, oficial 1, seguido ante el Juzgado de Paz del Municipio de San Martín Jilotepeque. Sostienen que en varios de los procesos iniciados no habrían contado con la asistencia de un abogado. Igualmente, indican que no cuentan con mayor información respecto a la situación procesal de cada uno de los procesos o investigaciones, porque a pesar de sus requerimientos de información, no habrían obtenido respuesta de las autoridades competentes. 
17. Agregan que las presuntas víctimas serían constantemente amenazadas de desalojo. Indican que los dueños de las fincas, acompañados de agentes de la Policía Nacional Civil, habrían intentado desalojarlas, sin orden de juez competente. Afirman que ante los frecuentes actos de intimidación y la amenaza de ser despojados de sus propias tierras, se vieron obligados a solicitar a los actuales propietarios la negociación de la compra de sus territorios ancestrales. 
18. Informan que para lograrlo, habrían pedido la intervención de la Secretaría de Asuntos Agrarios (SAA), la cual aceptó actuar como interlocutor o facilitador de diálogo, por lo que se llevó a cabo un proceso de negociación a cargo de la Subsecretaría de Resolución de Conflictos de la SAA, realizado de modo separado por cada comunidad. Al respecto, afirman que esta entidad “en ningún momento ha solucionado el conflicto, como tampoco se ha abordado lo relativo al derecho ancestral de pueblo indígena sobre la tierra”, sino que “su misión se ha suscrito a negociar el valor de la tierra que fijan los terratenientes”. Informan también que una de las condiciones que habrían puesto los dueños de la finca para dicha negociación es que se abstenga de participar Sarbelio Camey Boc, presidente del COCODE de la Comunidad Los Hornos, lo cual habría sido aceptado por la SAA. Indican que se vieron obligados a admitir tal condición ante la presión y amenaza de ser desalojados de las tierras que han ocupado históricamente y que, como consecuencia de su falta de participación, algunos miembros de las comunidades no habrían podido ser representados en el proceso de mediación.
19. De acuerdo a la información aportada, como resultado de dicho proceso, el 2 de junio de 2010 la Comunidad El Pericón I habría suscrito un contrato de procuración e intermediación con la “Lotificadora Esperanza”, obligándose a pagar, bajo su propio costo, la suma de Q 666, 000.00 (Seiscientos sesenta y seis mil quetzales) por la compra de 37 manzanas. Por su parte, el 4 de agosto de 2010 la Comunidad Los Hornos habría suscrito con la “Lotificadora Esperanza” un contrato de promesa de compra venta, mediante el cual se habría comprometido a pagar Q 1, 080,000.00 (Un millón ochenta mil quetzales) por un área de 60 manzanas. Afirman que actualmente vienen pagando tales montos de modo semestral, lo cual les resulta muy difícil considerando que “el salario que se paga en el campo en Guatemala es de U.S. $3.00 al día”.
20. En cuanto al acceso al agua, informan que en este último contrato se estableció que “se medirá el área del nacimiento de agua y ésta será entregada a la Municipalidad de San Martín Jilotepeque para garantizar el acceso al líquido vital de todos los habitantes”. Sin embargo, afirman que esta fuente de agua resulta insuficiente para abastecer a las comunidades y que aquella a la que ellos han accedido tradicionalmente se encuentra en Joya Larga, área que habría sido vendida por la “Finca El Retiro del Quisayá” al “Grupo de Marcial”. Señalan además que los nuevos propietarios estarían realizando una zanja de aproximadamente tres metros de ancho por dos metros y medio de profundidad, “con el fin de dragar esas fuentes y secar el pantano de donde aflora”.
21. Con relación al agotamiento de los recursos internos, sostienen que no existe en el ordenamiento jurídico guatemalteco un recurso judicial para la tutela del derecho a la propiedad de las comunidades indígenas sobre sus territorios ancestrales. Informan en respuesta a lo planteado por el Estado que el interdicto de amparo, de posesión o de tenencia no fue planteado porque “solo tiene un carácter temporal, es decir no causa cosa juzgada, en vista que claramente la legislación procesal civil y mercantil de la República de Guatemala dice que en dicho juicio no se entra a conocer la propiedad puramente del inmueble”.
22. Además, afirman que el 31 de mayo de 2006 Sarbelio Camey Boc, José Bacilio Chonay Lopez y José Balerio Chonay denunciaron ante la Subestación San Martín Jilotepeque de la Policía Nacional Civil los actos de intimidación de los guardias de seguridad de las fincas y la obstrucción del acceso al agua. Informan que fue abierta la investigación MP043-2006-3404 pero no habrían sido informados del resultado del proceso. Agregan que solicitaron copia del expediente, sin obtener respuesta.
23. Adicionalmente, indican que durante varios años han realizado múltiples gestiones ante diversas autoridades estatales
. Sostienen que, a pesar de las numerosas acciones realizadas, no han obtenido respuesta a la reclamación de sus derechos.
24. En base a lo anterior, los peticionarios alegan que el Estado de Guatemala violó los artículos 1, 2, 4, 5, 7, 8, 10, 17, 21, 24 y 26 contemplados en la Convención Americana en perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, afirman que el Estado es responsable por la violación de los artículos I, XI, XXIII y XXIV de la Declaración Americana; de los artículos 1, 3, 10.1, 11, 15.1 y 16 del Protocolo de San Salvador; y de los artículos 2.1, 3, 4, 5, 17.3 y 18 del Convenio 169 de la OIT.

B. El Estado

25. Por su parte, el Estado sostiene que la situación que describen los peticionarios fue producto de las diferentes políticas agrarias llevadas a cabo hace más de un siglo atrás, lo cual afirma se demuestra en que, según consta en los libros del Registro General de la Propiedad, la “Finca La Merced” tuvo su primera inscripción de dominio en 1903. En cuanto a la situación actual de la propiedad, el Estado señala que se encuentra inscrita en tres partidas registrales distintas, a nombre de las sociedades anónimas Lotificadora Esperanza, Finca El Retiro del Quisayá, y Tupilaj. En su opinión, los peticionarios reconocen que las tierras que reclaman son propiedad privada y que su ocupación no se encontraría dentro del marco de la ley.
26. Asimismo, afirma que la Secretaría de Asuntos Agrarios es la entidad a cargo de la dirección y coordinación de las actividades concernientes a “la política agraria y la atención, resolución, prevención y transformación de la conflictividad y de los conflictos derivados de la tenencia posesión y propiedad de la tierra, basados en la Constitución Política de la República de Guatemala, los Acuerdos de Paz, los Acuerdos y Convenio(s( Internacionales ratificados por Guatemala y los principios de libertad, igualdad y solidaridad”. Añade que la Dependencia Presidencial de Asistencia Legal y Resolución de Conflictos sobre la Tierra (CONTIERRA) forma parte de la estructura administrativa de la SAA, convirtiéndose en la Subsecretaría de Resolución de Conflictos, “la cual trabaja con los métodos alternos de resolución de conflictos como la mediación, la negociación, la conciliación y el arbitraje”.
27. En virtud a ello, alega que la Subsecretaría de Resolución de Conflictos intervino en la situación de la Comunidad Los Hornos, a solicitud de sus representantes, realizando un proceso de mediación con los propietarios de la finca “Lotificadora Esperanza”. Informa que el proceso se inició en febrero de 2009, cuando se establecieron “las condiciones que favorecieron el diálogo y la negociación, bajo la condición que el señor Sarvelio (sic) Camey ya no participará en las reuniones”. Alega que la comunidad decidió que dicha autoridad comunitaria no participara en el proceso.
28. Señala que a partir de febrero de 2009, hasta el 17 de mayo de 2010, se realizó un proceso de mediación que culminó con el pacto de los propietarios de la finca de vender a la Comunidad Los Hornos 60 manzanas y entregar los nacimientos de agua a la Municipalidad de San Martín Jilotepeque para el desarrollo de un proyecto de abastecimiento de agua potable. Indica que los representantes de la comunidad acordaron devolver cuatro manzanas que no se encontrarían dentro del área a ser vendida; a respetar los límites de la finca colindante, no ocasionando daño; y a permitir los trabajos que la Municipalidad realice para la ejecución del mencionado proyecto. Sostiene que el 10 de agosto de 2010 las partes firmaron el contrato de promesa de compraventa, con lo cual se dio “por finalizada la intervención de la Subsecretaría de Resolución de Conflictos de la Secretaría de Asuntos Agrarios”. Enfatiza el papel de la SAA, al considerar que “logró abrir los espacios de diálogo pertinentes, velar porque las reuniones se desarrollaran con el debido respeto y determinar formas de solución de acuerdo con las necesidades de las partes”. 
29. Con relación a los recursos internos existentes, sostiene que “sólo cuenta con un procedimiento técnico para reconocer tierras comunales a efecto del levantamiento catastral; pero existen otras formas de solucionar el problema de la tenencia y posesión de las tierras como es el caso de la Secretaría de Asuntos Agrarios a través de la mediación, negociación y arbitraje”. En tal sentido, indica que la Comunidad Los Hornos se acogió a dicho procedimiento administrativo para resolver el objeto de la petición ante la CIDH, el cual dio lugar a la suscripción del mencionado contrato. Por tal motivo, solicitan que la presente petición sea declarada inadmisible, al considerar que el asunto ha sido resuelto en el ámbito interno.
IV. ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae 

30. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. Los peticionarios señalan como presuntas víctimas a las comunidades maya kaqchikel de Los Hornos y El Pericón I y sus miembros
, respecto de quienes el Estado de Guatemala se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana
. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Guatemala es un Estado parte de la Convención Americana desde el 25 de mayo de 1978, fecha en que depositó el instrumento de ratificación de la Convención. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
31. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar bajo la jurisdicción del Estado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis respecto a los presuntos hechos que habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención se encontraban en vigor en Guatemala. En cuanto a la alegada violación de derechos consagrados en la Declaración Americana, considerando que tanto la Corte como la Comisión han dictaminado que la Declaración Americana es una fuente de obligaciones internacionales para los Estados miembros de la OEA
, la CIDH analizará los hechos presuntamente ocurridos antes del 25 de mayo de 1978, fecha en que Guatemala ratificó la Convención, a la luz de las obligaciones contenidas en la Declaración Americana
. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
32. Con relación a la alegada violación de los artículos 1, 3, 10.1, 11, 15.1 y 16 del Protocolo de San Salvador, la CIDH carece de competencia para pronunciarse sobre la vulneración de tales disposiciones en el contexto de un caso individual, en virtud a lo dispuesto por el artículo 19.6 del mencionado Protocolo. Respecto a la solicitud de que se declare que el Estado violó el Convenio 169 de la OIT, la Comisión carece de competencia al respecto, sin perjuicio de lo cual puede utilizarlo como pauta de interpretación de las obligaciones convencionales, a luz de lo establecido en el artículo 29 de la Convención Americana
.
B.
Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos
33. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación. En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

34. Igualmente, el artículo 31.3 del Reglamento de la CIDH establece que, cuando el peticionario alega una de las excepciones al agotamiento de los recursos internos contenidas en el artículo 46.2 de la Convención, corresponde al Estado demostrar que los recursos internos no han sido agotados, a menos que ello se deduzca claramente del expediente. Asimismo, para decidir si las peticiones formuladas por los peticionarios deben considerarse inadmisibles por no haberse agotado los recursos internos disponibles en las leyes internas, la Comisión hace referencia a los principios básicos que rigen la naturaleza de los recursos que deben agotarse en el sistema interamericano, es decir si los mismos pueden abordar adecuadamente la violación de un derecho jurídico y si efectivamente pueden producir el resultado para el cual fueron creados
.

35. En el asunto bajo examen, el Estado sostiene que “cuenta con un procedimiento técnico para reconocer tierras comunales a efecto del levantamiento catastral” y que actualmente los motivos que originaron la queja no subsisten por cuanto la Comunidad Los Hornos se acogió a un proceso de mediación ante la Secretaría de Asuntos Agrarios, entidad que afirma es la encargada de solucionar la situación de la tenencia y posesión de las tierras. Por su parte, los peticionarios alegan que no existe en Guatemala un mecanismo legal para el reconocimiento y la protección de los territorios ancestrales de las comunidades indígenas. Argumentan que el interdicto de amparo de posesión o de tenencia no permite dar respuesta a su reclamación. Sostienen que el proceso de mediación realizado ante la Secretaría de Asuntos Agrarios no puede ser considerado el mecanismo idóneo, porque se centró en la compraventa de las tierras por parte de las propias comunidades, sin considerar su ocupación histórica.
36. Al respecto, la Comisión observa que, según los peticionarios, el objeto de la presente petición es el reconocimiento y la protección del derecho de las comunidades indígenas de Los Hornos y El Pericón I a la propiedad de sus territorios ancestrales, así como el uso y disfrute de sus tierras y recursos naturales, sin interferencia, eliminando y previniendo así las presuntas amenazas y actos intimidatorios surgidos en los últimos años.

37. En cuanto al primer planteamiento del Estado, la Comisión nota que, según el propio Estado afirma, no existiría en el ordenamiento interno guatemalteco un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y titulación de las propiedades de las comunidades indígenas, acorde con el derecho consuetudinario, los valores, usos y costumbres de éstas. Con respecto al proceso de mediación seguido ante la Subsecretaría de Resolución de Conflictos de la Secretaría de Asuntos Agrarios, la Comisión observa que consistió en la realización de reuniones entre representantes de las comunidades indígenas y los actuales propietarios de las tierras, en las cuales la SAA actuó como mediador y, como resultado, las comunidades indígenas se obligaron a comprar 97 manzanas (equivalentes a 1.5 caballerías de las 16.5 reivindicadas) para evitar su desalojo. En vista de ello, la Comisión considera, a efectos de la admisibilidad, que el citado proceso de mediación no resultaría un recurso adecuado y efectivo para atender al asunto planteado en la petición sobre reconocimiento, titulación, demarcación y delimitación de la propiedad ancestral de las comunidades indígenas
.
38. Con relación al recurso de interdicto de posesión o de tenencia al que refieren los peticionarios, la CIDH observa que, de conformidad con las disposiciones del Código Procesal Civil y Mercantil guatemalteco
, los interdictos son procesos sumarios mediante los cuales se resuelven cuestiones de hecho relacionadas a la protección provisional de quien se encuentre en posesión de un inmueble, sin que permita resolver consideraciones relativas a la posesión definitiva del inmueble, ni al reconocimiento de la posesión ancestral de la tierra por parte de comunidades indígenas. Con base en las anteriores consideraciones, la Comisión Interamericana considera aplicable la excepción del artículo 46.2.a de la Convención ante la inexistencia de un recurso adecuado y efectivo. 

39. De otro lado, la CIDH advierte que el 31 de mayo de 2006 las presuntas víctimas presentaron una denuncia ante la Subestación San Martín Jilotepeque de la Policía Nacional Civil, en virtud a la obstrucción de acceso al agua y la intimidación por parte de guardias de seguridad privada. La CIDH nota que, a partir de esta denuncia, la Fiscalía Distrital del Departamento de Chimaltenango dio inicio a la investigación radicada con el número MP043-2006-3404. De acuerdo a la información aportada por las partes, la única diligencia realizada por dicha instancia habría sido  la declaración presentada por los denunciantes el 30 de noviembre de 2006. La CIDH observa que, las presuntas víctimas no han sido notificadas de una decisión que ponga fin a este proceso, transcurridos más de seis años desde la interposición de la denuncia. Por lo anterior, considera procedente la aplicación de la excepción contemplada en el artículo 46.2.c de la Convención.
40. Sólo resta señalar que el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de que si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión, debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.
2. Plazo para presentar la petición

41. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2, incisos a) y c) de la Convención.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la CIDH establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

42. En atención a la información presentada por las partes, la CIDH advierte que se mantienen hasta la actualidad los hechos alegados por los peticionarios relativos a la presunta falta de reconocimiento del derecho a la propiedad de las presuntas víctimas sobre sus territorios ancestrales; los presuntos actos de intimidación y amenazas de muerte por parte de guardias de seguridad privada y la presunta obstrucción de las comunidades indígenas en el acceso al agua. Igualmente, con relación a la persecución penal de miembros de las comunidades por parte de los supuestos propietarios de las tierras según los registros catastrales, la Comisión observa de la información a su alcance que estos procesos se iniciaron entre los años 2006 y 2007, y aparentemente siguen abiertos. En atención a tales consideraciones, la Comisión concluye que la petición, interpuesta el 8 de febrero de 2008, fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada internacional

43. El artículo 46.1.c establece que la admisión de una petición está supeditada al requisito de que el asunto "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y el artículo 47.d de la Convención estipula que la Comisión no admitirá una petición que sea "sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional."  En el caso de autos, las partes no han alegado, ni surge de las actuaciones, ninguna de dichas circunstancias de inadmisibilidad. 

4.
Caracterización de los hechos alegados

44. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.

45. Asimismo, ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
46. Los peticionarios sostienen que el Estado ha violado el derecho a la propiedad de las comunidades indígenas de Los Hornos y El Pericón I, en virtud de la falta de reconocimiento legal de las formas tradicionales de posesión de la tierra. Alegan además que han sido impedidos del uso y goce de sus recursos naturales por parte de los actuales propietarios de las tierras, en especial cuando intentan abastecerse de agua, acceder al bosque o llevar sus animales a ciertos pastos. Informan que los propietarios legales de sus tierras, junto con agentes de la Policía Nacional Civil, habrían intentado desalojar a las presuntas víctimas, sin contar con orden de juez competente. Asimismo, indican que el ordenamiento jurídico guatemalteco no cuenta con mecanismos administrativos o judiciales que permitan garantizar sus derechos colectivos sobre los territorios que han ocupado históricamente. Agregan que han sido objeto de continuas amenazas de muerte y actos de intimidación en el uso cotidiano de su territorio, lo cual afirman ha sido puesto a conocimiento del Estado, mediante denuncias policiales y comunicaciones dirigidas a distintas entidades estatales, sin que se hayan tomado medidas para que cesen estos actos. Afirman que, como parte de este contexto de intimidación, habrían sido objeto de persecución penal por parte de los actuales propietarios de las tierras mediante procesos judiciales llevados sin la observancia de las garantías del debido proceso.
47. En ese sentido, la Comisión Interamericana observa que en caso de ser probados los alegatos de los peticionarios en relación a las supuestas violaciones descritas, podrían caracterizarse violaciones a los artículos 5, 8, 21 y 24 de la Convención Americana, en relación con la obligación de respetar los derechos y el deber de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter a fin de asegurar el ejercicio de los derechos consagrados en la Convención Americana, previstos en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional. 

48. Adicionalmente, la CIDH considera que los alegatos referidos a la falta de reconocimiento legal de las comunidades indígenas, podría caracterizar la presunta violación del artículo 3 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento. En similar sentido, observa que el supuesto impedimento de participación de la autoridad tradicional de la comunidad en un proceso seguido ante una autoridad estatal, así como la presunta falta de acciones de ésta para garantizar la efectiva representación de la comunidad, podrían caracterizar la violación del artículo 23 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de ese instrumento. Asimismo, la Comisión Interamericana observa que los alegatos relativos a la inexistencia de mecanismos adecuados y efectivos para proteger los derechos de los pueblos indígenas sobre sus territorios ancestrales, podría caracterizar una presunta afectación al artículo 25 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento. Por lo tanto, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en el artículo 47. b y c de la Convención Americana.
49. Finalmente, la Comisión considera que los peticionarios no han presentado elementos básicos que establezcan prima facie sus reclamos por una potencial violación de los artículos 4, 7, 10, 17 y 26 de la Convención Americana. En consecuencia, la CIDH declara que esta alegación es inadmisible, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana.

V. CONCLUSIÓN

50. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer la denuncia presentada por los peticionarios y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención, por la presunta violación de los artículos 3, 5, 8, 21, 23, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.
51. La Comisión decide declarar inadmisible la presente petición en cuanto a presuntas violaciones de los artículos 4, 7, 10, 17 y 26 de la Convención Americana; y de los artículos 1, 3, 10.1, 11, 15.1 y 16 del Protocolo de San Salvador.
52. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 3, 5, 8, 21, 23, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de las presuntas víctimas. 
2. Declarar inadmisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los artículos 4, 7, 10, 17 y 26 de la Convención; y de los artículos 1, 3, 10.1, 11, 15.1 y 16 del Protocolo de San Salvador.
3. Notificar esta decisión a las partes.
4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Adicionalmente, la CIDH recibió información de los peticionarios el 3 de octubre de 2011 y 6 de febrero de 2012. Por su parte, el Estado presentó información a la CIDH el 14 de septiembre de 2011 y 6 de junio de 2012.


� En particular, se refieren a: 1) Comunicación de junio de 2005 dirigida al Gobernador Departamental de Chimaltenango, el Comisario Distrital de la Policía Nacional Civil, el Alcalde Municipal de San Martín Jilotepeque, el Oficial Jefe de la Secretaria de Protección a la Naturaleza (SEPRONA) por el Departamento de Chimaltenango, el Juzgado de Paz de San Martín Jilotepeque y el Auxiliar de la Procuraduría de los Derechos Humanos de Chimaltenango, donde dan cuenta de amenazas de desalojo y actos de intimidación en su contra; 2) Comunicación del 7 de agosto de 2006 dirigida a la Auxiliatura Departamental del Procurador de Derechos Humanos de Chimaltenango, en la que denuncian amenazas de desalojo de las tierras que han ocupado históricamente; 3) Comunicación del 12 de octubre de 2006 presentada a la Secretaría de Asuntos Agrarios de la Presidencia de la República, solicitando su intervención para el retiro de las fuerzas privadas que impiden el acceso a los nacimientos de agua; 4) Solicitud de visita dirigida a la Defensoría de los Pueblos Indígenas de la Procuraduría de Derechos Humanos, realizada el 9 de marzo de 2007, en la que constata la situación denunciada.


� Al respecto ver: CIDH, Informe No. 63/10, Comunidad Garífuna Punta Piedra y sus miembros (Honduras), 24 de marzo de 2010. párrafo 32; CIDH, Informe No. 141/09, Comunidad Agrícola Diaguita de los Huascoltinos y sus miembros (Chile), 30 de diciembre de 2009, párrafo 28; CIDH, Informe No. 79/09, Comunidades Indígenas Ngobe y sus miembros en el Valle del Río Chingola (Panamá), párrafo 26.


� Las presuntas víctimas comprenden los miembros de las comunidades indígenas de Los Hornos y El Pericón I, pertenecientes al pueblo maya kaqchikel, quienes conforman comunidades organizadas social y políticamente. Dichas comunidades se encuentra en un lugar geográfico específico, cuyos miembros pueden ser individualizados e identificados. De acuerdo a la información presentada por los peticionarios, la comunidad Los Hornos estaría compuesta por 93 familias, de las cuales 140 personas mayores de dieciocho años fueron individualizadas en la petición; mientras que la comunidad El Pericón I estaría compuesta por 18 familias. Al respecto ver: Corte I.D.H Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 149; CIDH, Informe No. 62/04, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku y sus miembros (Ecuador), párrafo 47; CIDH, Informe No. 58/09, Pueblo Indígena Kuna de Mandungandi y Emberá de Bayano y sus miembros (Panamá), párrafo 26.


� Véase Corte IDH, Opinión Consultiva OC-10/89, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y  Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14 de julio de 1989, Ser. A. No. 10  (1989), párrs. 35-45; CIDH, James Terry Roach y Jay Pinkerton (Estados Unidos), Caso 9647, Res. 3/87, 22 de septiembre de 1987, Informe Anual 1986-1987, párrs. 46-49, Rafael Ferrer-Mazorra y Otros (Estados Unidos), Informe N° 51/01, caso 9903, 4 de abril de 2001. Véase también el Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su artículo 20.


� CIDH, Informe No. 58/09, Petición No. 12.354, Admisibilidad, Pueblo indígena Kuna de Madungandí y Embera de Bayano y sus miembros (Panamá), 21 de abril de 2009, párrafo 28.


� En igual sentido, ver CIDH, Informe No. 29/06, Petición 906-03, Admisibilidad, Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus miembros, párrafo 39; y CIDH, Informe No. 39/07, Petición 1118-03, Admisibilidad, Comunidad Garífuna de Cayos Cochinos y sus miembros, párrafo 49; CIDH, Informe No. 63/10, Petición 1119 -03, Admisibilidad, Comunidad Garífuna Punta Piedra y sus miembros, párrafo 37.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafos 63 al 66. Véase también Corte I.D.H., Excepciones al Agotamiento de Recursos Internos (artículos 46(1), 46(2)(a) y 46(2)(b), Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11, párrafos 34 al 36.


� CIDH, Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.L/V/II.Doc.56/09, 30 de diciembre, 2009, párr. 335.


� Artículos 229.5, 249, 253 y 254 del Código Procesal Civil y Mercantil, adoptado mediante Decreto Ley Número 107 el 14 de septiembre de 1963.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, pár. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf Laupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.
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